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“En el presente asunto se pudo establecer que efectivamente el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, decidió revocarle al señor William Marín Ramírez la sustitución de la ejecución de la pena domiciliaria por la intramural, al encontrar según dictamen médico emitido por una perito forense del Instituto Nacional de Medicina Legal, Seccional Risaralda, que no padece en la actualidad una enfermedad que sea incompatible con la vida en un centro de reclusión; sobre este punto, cabe mencionar que dicha decisión fue tomada en el marco de las competencias que le son asignadas por la Ley, y que ese tipo de decisiones como la aquí discutida, deben tener fundamento, como refirió el Despacho accionado, en los informes presentados por Medicina Legal, en lo que tiene que ver con conceptos médicos.”

(…)

“Se puede observar en la conclusión del dictamen emitido por la Perito Carolina Jaramillo Toro, que el señor William Marín Ramírez “No presenta un estado de salud mental muy grave, incompatible en la actualidad con la vida en reclusión formal”, afirmación que es clara y se desprende del análisis de los demás aspectos que comprenden la evaluación; no se puede considerar que la misma sea ambigua al reconocer que es necesario que se continúe bajo un tratamiento médico especializado, pues ello es evidente ante las enfermedades padecidas por él, y por esa misma razón, la perito hizo las salvedades que consideró pertinentes, recalcando que debe garantizársele un seguimiento clínico, farmacológico y psicoterapéutico, entre otros, asunto que corresponde garantizar al INPEC. 

También quedó claro que frente a la decisión que pretende discutir aquí el accionante, se encuentra en trámite la resolución del recurso de apelación, por lo que se evidencia que su pretensión va encaminada a anticipar esa decisión a través de una acción de tutela, inmiscuyéndose en las decisiones que por naturaleza competen a otro Juzgado, o que se buscan como una alternativa a las vías judiciales. Razón suficiente para decir que ello no es posible, por cuanto ese análisis corresponde resolver al Juez de segunda instancia.
Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela; sin embargo, considera la Sala que se debe exhortar al Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario “La 40” de esta ciudad, para que de manera conjunta con el área jurídica de ese establecimiento, dispongan lo pertinente a efectos de garantizar que al señor William Marín Ramírez se le brinden las condiciones de salud que fueron recomendadas por la perito forense en su dictamen y las que sean dispuestas por el médico psiquiatra tratante.”

Citación jurisprudencial: Sentencia de tutela T-718 de 2015. / Sentencia T-01 de 1992. / Sentencia T-514 de 2003. / Sentencia T-346 de 2007. / Sentencia T-103 de 2010. / Sentencia T-103 de 2014. / Sentencia T-211 de 2009. / Sentencia SU-026 de 2012. / Sentencia SU-424 de 2012. / 
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ASUNTO
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el Doctor. Anderson Muñoz Valencia, quien actúa como apoderado judicial del señor WILLIAM MARÍN RAMÍREZ, en contra del JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD de esta ciudad, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la dignidad, debido proceso, salud e igualdad. 
ANTECEDENTES

Manifestó el accionante que el 18 de julio del presente año, el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, resolvió mediante auto interlocutorio 1189, revocar la sustitución de la ejecución de la pena que en la actualidad purga el señor William Marín Ramírez en su lugar de residencia, al considerar que no padece “estado grave por enfermedad”, decisión que tuvo fundamento en el informe técnico legal DSR-PSQ-132-2016 del 12-07-2016, suscrito por la Perito Forense Carolina Jaramillo Toro. 

Contra esa decisión presentó recurso de reposición, en subsidio con el de apelación, argumentando que la enfermedad mental que padece su prohijado es crónica y requiere de un tratamiento médico integral que no se le puede brindar en un centro carcelario, pues como lo refleja su historia clínica, la prisión intramural “es un estresor que puede complicar el estado de salud del señor Marín Ramírez”. Además, señaló que el informe de Medicina Legal es “anfibológico”, pues las conclusiones planteadas allí, no dan claridad sobre si el señor William debe o no estar en un centro carcelario.
El 19 de agosto de este año solicitó al Juez 4º de Ejecución de Penas y medidas de Seguridad, suspender la precitada orden mientras fueran resueltos los recursos que él interpuso, esto con el fin de garantizar el derecho a la salud del señor Marín Ramírez, pues según señalaron los médicos del Hospital Mental de Risaralda debe asistir allí dos veces por semana, pues se encuentra en el servicio “hospital día”. Pero el Despacho resolvió desfavorablemente su solicitud el 22 de agosto. 
El 19 de septiembre el Juzgado resolvió negar el recurso de reposición, y si bien en el mismo reconoció la “anfibología” presentada en el informe pericial, hizo una apreciación parcial de la conclusión planteada en ese informe; pues la perito señaló en el mismo que el señor William, para esa fecha, no presentaba un estado de salud mental muy grave que fuera incompatible con la vida en reclusión formal, pero también señaló allí que ese informe se refería únicamente a la situación existente al momento de realizar el examen y que los resultados no podían “extrapolarse” a otras condiciones ambientales; en este sentido, resalta el accionante que el estado mental de su poderdante al momento de ser evaluado pudo haber sido equilibrado, lo que no quiere decir que haya compatibilidad con la reclusión, pues la enfermedad que padece tiene altibajos que se pueden activar cuando hay un estresor, y ello tiene respaldo en su historia clínica. 

Finalmente, enfatizó en que el tratamiento que está llevando el señor William no se puede interrumpir por dos razones principales, la primera de ellas es que aún no se ha dado solución al recurso de apelación, y la segunda es que según informe del INPEC, en el establecimiento carcelario de esta ciudad no cuentan con las condiciones especiales para atender las condiciones de salud que él requiere.               
Solicitó como mecanismo transitorio la protección de los derechos fundamentales a la dignidad, salud, e igualdad de su prohijado, ordenando al Despacho accionado suspender los efectos del Auto interlocutorio 1189 ya referenciado, hasta tanto haya un pronunciamiento frente al recurso de apelación que presentó. 
TRÁMITE PROCESAL
La presente acción de tutela fue recibida en este Despacho el 27 de septiembre de 2016, fecha en la cual se avocó el conocimiento de la misma y se negó la medida provisional solicitada; se ordenó la notificación al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad; además se vinculó oficiosamente al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses –Regional Occidente-, a la Perito de ese Instituto Carolina Jaramillo Toro y al E.S.E Hospital Mental de Risaralda; por último se ofició al Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario “La 40” de esta ciudad para que informara si en ese lugar de reclusión se cumple con los esquemas requeridos para el tratamiento de las enfermedades que padece el señor William Marín Ramírez.  
RESPUESTA DE LOS DESPACHOS ACCIONADOS
Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses: 

Señaló que no le constan los hechos narrados por el accionante, y que además estos fueron conocidos por esa entidad al ser notificados de la presente acción de tutela, sin embargo, éstos no la involucran de ninguna manera. 

Agregó que el informe pericial que emitió ese Instituto, se realizó con fundamento en los manuales de procedimiento publicados por esa entidad, y el pronunciamiento técnico científico se sustentó en los hallazgos clínicos del señor William, por lo que es claro, lógico, entendible y concordante con el requerimiento elevado por la autoridad competente, por ello no se puede sugerir que el mismo sea confuso. 

Hizo un recuento de lo acontecido con el caso del aquí accionante, así: i) El Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, conforme a orden emitida por el Juzgado 4º, solicitó a esa entidad por medio del oficio No. JEPMS 1523 del 19 de mayo de 2016, que en coordinación con el Establecimiento Penitenciario y carcelario “La 40” asignaran una cita para la valoración del señor Marín Ramírez, para establecer si padecía una enfermedad grave que fuera incompatible con la vida en reclusión; ii) la valoración se efectuó conforme al Reglamento Técnico para la Determinación Médico Forense de Estado de Salud en Persona Privada de la Libertad, por parte de un profesional del área de Psiquiatría Forense de la Seccional Risaralda, quien emitió dictamen No. DSR-PSQ-132-C-2016 del 12 de julio de 2016. 

Resaltó que atendió las solicitudes realizadas por las autoridades mencionadas, efectuó la valoración del señor William Marín y rindió el informe pericial dentro del tiempo; por lo tanto no tiene ninguna responsabilidad en lo que tiene que ver con los hechos relatados por la parte actora, además porque no les compete gestionar o pronunciarse sobre la posibilidad de otorgar subrogados o beneficios a los internos condenados. 
Por último, refirió que debe declararse la improcedencia de la tutela frente a esa entidad al configurarse la figura de la falta de legitimación por pasiva. Solicitó la desvinculación de esa entidad en este trámite.   
E.S.E Hospital Mental Universitario de Risaralda:   
De lo planteado allí se pueden extraer como relevantes para el presente asunto los siguientes aspectos:
i)  El señor William Marín tiene historia de atención en ese Hospital hace más de tres años, se han encontrado en él síntomas depresivos, ansiosos, consumo de sustancias de manera abusiva, alteraciones en la personalidad que tienen relación con su contexto legal, pero no hay una patología psiquiátrica severa que sea crónica o implique deterioro en su funcionalidad en general. 
ii) Sobre los trastornos depresivos indicó que para ello puede haber un seguimiento continuado, como medicamentos, psicoterapia, o actividades ocupacionales, vigiladas por un psiquiatra tratante, y no implican un manejo hospitalario crónico, excepto si se presenta un episodio severo. 
iii) En cuanto a los trastornos de personalidad, manifestó que estos son permanentes en el tiempo, y algunos de los que presenta el señor William lo hacen propenso a la agresión, actuaciones impulsivas y a tener comportamientos en contra de la norma, pero no ameritan un manejo intrahospitalario; dijo específicamente que el paciente no requiere estar siempre recluido en una institución de salud, puesto que ello sólo sería necesario en una eventual recaída que precisara una atención extramural, y probablemente sería de manera temporal. 

iv) Considera que la decisión tomada por el Juez de Ejecución de Penas se ajusta a la situación, conforme al concepto de la perito forense. 
v) Indicó que al parecer hay un psiquiatra que hace consulta externa en el centro de reclusión, y en ese sentido solicitó considerar la posibilidad de que el señor William reciba los controles ambulatorios por parte de ese profesional. 
Director Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira: 
Mencionó que los hechos planteados en el escrito de tutela están reprochando el actuar del Juzgado de Ejecución de Penas, y el hecho de que aún no se le haya resuelto el recurso de apelación que interpuso, por lo que no se observa ninguna responsabilidad que comprometa ese establecimiento. 

Informó que en ese lugar no cuentan con los esquemas requeridos para la atención y tratamiento de las patologías del señor William Marín.   
Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad:  
Indicó que en efecto ese Despacho decidió por medio del auto interlocutorio 1189 del 18 de julio de los cursantes revocar la sustitución de la ejecución de la pena domiciliaria por intramural del señor William Marín, lo que hizo en atención al informe de Medicina Legal en el que se certifica que él no padece en la actualidad ninguna enfermedad que sea incompatible con la vida en reclusión. 

Ante la decisión se interpuso por parte del apoderado recurso de reposición y subsidio de apelación, el primero fue resuelto negativamente por ese Despacho y al segundo se le dio trámite ante el Juzgado Segundo Especializado de esta ciudad. 

Posteriormente, se presentó por parte del mismo abogado una solicitud de suspensión de la ya relacionada decisión, a lo que se le explicó que conforme a los artículos 188 y 193 de la Ley 600 de 2000, los recursos contra providencias que definen ese tipo de asuntos, se conceden en el efecto devolutivo, por lo que su solicitud era improcedente. 

El accionante señaló que el Despacho no debió tener en cuenta la normatividad procesal, pues su solicitud tenía la intención de proteger derechos fundamentales, sin embargo, refiere el Juez que al señor Marín Ramírez no se le vulneró ningún derecho fundamental, pues la decisión tomada allí tuvo sustento en el dictamen médico forense.  

Si bien el libelista refirió que su prohijado se encuentra en tratamiento médico en el Hospital Mental de Risaralda, y que en el momento de la valoración debió estar “equilibrado”, ello no quiere decir que se encuentre en condiciones de descontar la pena de manera intramural; sobre este respecto, dijo el Juez que durante la valoración que realiza el médico forense es fundamental la historia clínica, y la valoración del paciente se hace teniendo en cuenta las circunstancias pasadas y actuales del mismo, lo que le permite dar un concepto frente al estado mental del paciente.

Puntualizó el Juez que las decisiones allí tomadas no pueden ser excusa para la interrupción del tratamiento médico que requiere el señor William, pues es obligación del Estado, representado en este caso específico por el establecimiento carcelario, garantizarle el derecho a la salud, desplazamientos a citas médicas y suministro de medicamentos. 

Finalmente hizo referencia a las reglas generales de procedencia de la acción de tutela, y concluyó solicitando que se declarara que esta es improcedente. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia: 
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico: 
Le corresponde a esta Corporación establecer si en efecto, el Despacho accionado vulneró de alguna manera los derechos fundamentales invocados por el Representante Judicial del señor WILLIAM MARÍN RAMÍREZ, al revocarle la sustitución de la ejecución de la pena domiciliaria por la intramural, por no padecer enfermedad grave incompatible con la vida en reclusión.  
3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales”
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Del caso concreto. 

Con el presente asunto procura el actor que se le ordene al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad suspender los efectos del auto por medio del cual le revocó a su representado la sustitución de la ejecución de la pena que actualmente descuenta en su lugar de residencia por la intramural, hasta tanto sea resuelto el recurso de apelación que presentó contra esa decisión.  
Como quiera que lo pretendido por el accionante es atacar una decisión judicial a través de este mecanismo constitucional, debe señalarse que para esos fines la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos de procedibilidad especiales, sin los cuales la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente:

“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.” 

 

Con todo, y aun cuando la acción de tutela puede servir como mecanismo judicial excepcional para enderezar las actuaciones judiciales equivocadas, es necesario que las causales específicas de procedibilidad que se hubieren alegado en cada caso, se aprecien de manera que permita que la presunta juridicidad del pronunciamiento judicial objeto de cuestionamiento, sea fácilmente desvirtuable. Así, puede concluirse que no toda irregularidad procesal o diferencia interpretativa configura una vía de hecho.”
 
Así mismo, esa Alta Corporación ha definido
 dichos defectos así: 
1. Defecto orgánico, que tiene lugar cuando el funcionario judicial que emite la decisión carece, de manera absoluta, de competencia para ello.

2. Defecto procedimental absoluto, que tiene lugar cuando el Juez actuó al margen del procedimiento establecido.

3. Defecto material o sustantivo, que se origina cuando las decisiones son proferidas con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, o que presentan una evidente contradicción entre los fundamentos y la decisión.

4. Defecto fáctico por no haberse decretado, practicado o valorado pruebas debidamente solicitadas o recaudadas en el curso del proceso, o por haberse valorado pruebas nulas o vulneradoras de derechos fundamentales. 

5. Error inducido, que se presenta cuando la autoridad judicial ha sido engañada por parte de terceros y ese engaño lo llevó a tomar una decisión que afecta derechos fundamentales.

6. Decisión sin motivación, que tiene lugar cuando el funcionario judicial no da cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de su decisión, pues es en dicha motivación en donde reposa la legitimidad de sus providencias.

7. Desconocimiento del precedente, que se origina cuando el juez ordinario, por ejemplo, desconoce o limita el alcance dado por esta Corte a un derecho fundamental, apartándose del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, también cuado se aparta del precedente sentado por los órganos de cierre de su respectiva jurisdicción o de su propio precedente.

8. Violación directa de la Constitución, tiene lugar, entre otros eventos, cuando, amparada en la discrecionalidad interpretativa, la decisión judicial se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados amparados por la Carta Política.

Por lo tanto, se hace necesario que quien pretenda atacar una decisión judicial vía tutela, describa claramente los hechos que generaron la presunta violación de sus derechos fundamentales, tratando en la medida de lo posible, de identificar cuál de los defectos o causales especiales es la que configura la presunta vía de hecho. 

En el caso que ocupa la atención de la Sala, el accionante no indica cuál de esas causales invoca, sin embargo sería válido proceder a realizar el análisis del asunto para determinarlo de manera oficiosa partiendo de lo narrado en libelo petitorio, sino fuera porque en el presente asunto, antes de realizar tal estudio es necesario mirar detenidamente las causales generales de procedencia de tutela. 

En ese orden, se tiene que el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 revistió a la acción constitucional de tutela de un carácter subsidiario, al indicar que esta sólo procede cuando quien la solicita no cuenta con ningún otro mecanismo de defensa judicial, o que existiendo resulta poco efectivo ante la presencia de un perjuicio irremediable para los derechos del accionante, caso en el cual su procedencia se considera como transitoria. Este requisito, se hace más exigente cuando de atacar providencias judiciales vía tutela se trata, ello por cuanto se supone que el primer escenario con el que cuenta el petente para lograr la protección de sus derechos fundamentales es el del proceso, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, pues es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la Ley, sobre las cuales solo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez de tutela. 

En este sentido, la Corte Constitucional dijo la sentencia SU-026 de 2012 que:

“Es necesario resaltar que la acción de tutela no es, en principio, el instrumento judicial adecuado para solicitar la protección de los derechos que eventualmente sean lesionados en el trámite de un proceso judicial, pues el ordenamiento jurídico ha diseñado para este efecto la estructura de órganos de la rama judicial, estableciendo un modelo jerárquico cuyo movimiento se activa a partir de la utilización de una serie de mecanismos judiciales que buscan garantizar la corrección de las providencias judiciales”. 
Igualmente en la Sentencia SU-424 de 2012 señaló: 

“(…) a la acción de tutela no puede admitírsele, bajo ningún motivo, como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos en estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten [47]”.”

Todo lo anterior, encuentra su justificación en la necesidad de respetar la autonomía judicial y la cosa juzgada, pues no establecer límites al ejercicio de la tutela contra decisiones judiciales generaría desconfianza por parte de la ciudadanía hacia la administración de justicia lo que atentaría de manera directa contra la seguridad jurídica. 

“Como tercera razón, la acción de tutela instaurada contra providencias judiciales, cuando no se han agotado los mecanismos ordinarios de protección, atenta contra la seguridad jurídica del ordenamiento. No hace parte de los fines naturales de la acción de tutela el causar incertidumbre jurídica entre los asociados. Por esto,  la Corte ha reiterado que la acción de tutela contra providencias judiciales no pretende sustituir al juez natural, ni discutir aspectos legales que ya han sido definidos, o están pendientes de definir. Sin embargo, cuando se desconoce el principio de subsidiariedad, y se intenta usar la acción de tutela como otra instancia u otro recurso de litigio, sin que existan razones evidentes para advertir violaciones a derechos fundamentales, se atenta contra la cosa juzgada y contra la seguridad jurídica.”

En el presente asunto se pudo establecer que efectivamente el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, decidió revocarle al señor William Marín Ramírez la sustitución de la ejecución de la pena domiciliaria por la intramural, al encontrar según dictamen médico emitido por una perito forense del Instituto Nacional de Medicina Legal, Seccional Risaralda, que no padece en la actualidad una enfermedad que sea incompatible con la vida en un centro de reclusión; sobre este punto, cabe mencionar que dicha decisión fue tomada en el marco de las competencias que le son asignadas por la Ley, y que ese tipo de decisiones como la aquí discutida, deben tener fundamento, como refirió el Despacho accionado, en los informes presentados por Medicina Legal, en lo que tiene que ver con conceptos médicos.

Se puede observar en la conclusión del dictamen emitido por la Perito Carolina Jaramillo Toro, que el señor William Marín Ramírez “No presenta un estado de salud mental muy grave, incompatible en la actualidad con la vida en reclusión formal”, afirmación que es clara y se desprende del análisis de los demás aspectos que comprenden la evaluación; no se puede considerar que la misma sea ambigua al reconocer que es necesario que se continúe bajo un tratamiento médico especializado, pues ello es evidente ante las enfermedades padecidas por él, y por esa misma razón, la perito hizo las salvedades que consideró pertinentes, recalcando que debe garantizársele un seguimiento clínico, farmacológico y psicoterapéutico, entre otros, asunto que corresponde garantizar al INPEC. 
También quedó claro que frente a la decisión que pretende discutir aquí el accionante, se encuentra en trámite la resolución del recurso de apelación, por lo que se evidencia que su pretensión va encaminada a anticipar esa decisión a través de una acción de tutela, inmiscuyéndose en las decisiones que por naturaleza competen a otro Juzgado, o que se buscan como una alternativa a las vías judiciales. Razón suficiente para decir que ello no es posible, por cuanto ese análisis corresponde resolver al Juez de segunda instancia.  
Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela; sin embargo, considera la Sala que se debe exhortar al Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario “La 40” de esta ciudad, para que de manera conjunta con el área jurídica de ese establecimiento, dispongan lo pertinente a efectos de garantizar que al señor William Marín Ramírez se le brinden las condiciones de salud que fueron recomendadas por la perito forense en su dictamen y las que sean dispuestas por el médico psiquiatra tratante. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE

PRIMERO: NEGAR POR IMPROCEDENTE la tutela invocada por el apoderado judicial del señor WILLIAM MARÍN RAMÍREZ, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.
SEGUNDO: EXHORTAR al DIRECTOR DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO “LA 40” de esta ciudad, para que de manera conjunta con el área jurídica de ese establecimiento, dispongan lo pertinente a efectos de garantizar que al señor William Marín Ramírez se le brinden las condiciones de salud que fueron recomendadas por la perito forense en su dictamen y las que de ahora en adelante sean dispuestas por el médico psiquiatra tratante. 

TERCERO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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